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EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente Ley 10/2003, de 13 de junio, de Mutualidades de 
Previsión Social.

PREÁMBULO

Las mutualidades de previsión social son unas entidades de gran tradición y arraigo en 
Cataluña, que tienen su origen en los gremios y cofradías de la Edad Media y que mantienen 
una amplia presencia en el sector asegurador catalán, lo que muestra el sentido asociativo 
del pueblo de Cataluña a la hora de buscar soluciones, desde la colaboración y la 
solidaridad, a los problemas planteados por acontecimientos que comportan riesgos para las 
personas o sus recursos.

El artículo 9.21 del Estatuto de autonomía de Cataluña otorga a la Generalidad 
competencia exclusiva en materia de mutualismo no integrado en la seguridad social 
obligatoria, de conformidad con la legislación mercantil. Actualmente, las mutualidades de 
previsión social están reguladas en Cataluña por la Ley 28/1991, de 13 de diciembre. Con 
posterioridad a la publicación de dicha Ley se han producido una serie de acontecimientos 
que exigen revisarla y presentar un nuevo texto de la misma. En primer lugar, se ha 
publicado la Ley del Estado 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión del 
Seguro Privado, adecuada a la normativa comunitaria y a la evolución del sector asegurador. 
En segundo lugar, esta misma evolución exige dotar a las mutualidades de previsión social 
de los mecanismos necesarios para poder actuar en el mercado del seguro sin determinadas 
restricciones impuestas por la normativa actual.

Un primer objetivo de la presente Ley es, por lo tanto, adaptar la normativa catalana a los 
desarrollos que han tenido lugar en el marco normativo estatal. En esta línea, se establece 
una nueva regulación del procedimiento de constitución de las mutualidades, que tiene en 
cuenta su inscripción previa en el Registro Mercantil. Asimismo, la Ley remite a la normativa 
estatal en determinadas materias, como, por ejemplo, medidas cautelares, régimen de 
infracciones y sanciones, revocación, disolución, liquidación y extinción.

El objetivo fundamental que persigue la presente Ley es el fomento del mutualismo. A tal 
efecto, se facilita a las mutualidades el lanzamiento de nuevos productos al mercado 
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eliminando la necesidad de autorización administrativa de los reglamentos y de sus 
modificaciones, y la necesidad de autorización por parte de la asamblea de la mutualidad, 
esta última con algunas excepciones, con lo que se satisfacen las demandas del sector y se 
facilita la competitividad de estas entidades ante el resto de mutuas y las sociedades 
anónimas. En esta misma línea de facilitar la presencia de las mutualidades en el mercado, 
se establece la posibilidad de revisar los límites máximos de las prestaciones que pueden 
otorgar y se reconocen la posibilidad que lleven a cabo determinadas actividades 
relacionadas con su actividad y la posibilidad que intervengan en las mismas mediadores de 
seguros. Se regulan también las figuras de carácter asociativo, con reconocimiento expreso 
de la Federación de Mutualidades de Cataluña.

Con el fin de potenciar la actividad mutualista en Cataluña y de reforzar la solvencia de 
las mutualidades, se establece una nueva regulación del régimen económico y de la 
solvencia, que remite a la normativa básica estatal en la materia, la cual recoge la validez a 
efectos del margen de solvencia de las fórmulas representativas de las financiaciones 
subordinadas. También se redefinen las funciones de la tutela administrativa, con un relieve 
especial de la tarea inspectora. Finalmente, se introduce la figura del defensor o defensora 
del mutualista, como mecanismo de protección del asegurado o asegurada.

Por último, se establece una nueva normativa reguladora de los órganos de gobierno 
para dotar de más agilidad la gestión de las mutualidades en un entorno más competitivo, 
para garantizar la profesionalización de los órganos de administración y dirección, 
especialmente en las entidades de mayor dimensión, y para introducir mecanismos de 
representación que funcionan en otras entidades de tipo asociativo o fundacional. Al efecto, 
como principales novedades, se consolida la posibilidad de funcionar por medio de la 
asamblea de compromisarios, como sucede en otras entidades, y se establecen 
mecanismos para garantizar la máxima representatividad en la junta directiva, evitar que 
esté controlada por el equipo directivo y hacer posible que la asamblea supervise 
adecuadamente la tarea. Igualmente, se mantiene la comisión de control y la figura del 
director o directora en las entidades de mayor dimensión, adecuando sus funciones al 
contexto en que las mutualidades llevan a cabo su actividad.

TÍTULO I

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito y requisitos

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.

(Anulado)

Artículo 2.  Concepto de mutualismo no integrado en la Seguridad Social.

1. Se entiende por mutualismo la actividad aseguradora que, sin afán de lucro, las 
mutualidades de previsión social ejercen como actividad principal, con carácter voluntario y 
complementario de la Seguridad Social y con finalidad de protección mutua; que tiene por 
objeto la protección de los socios, las personas que éstos designen como beneficiarios de 
las prestaciones o sus bienes, y que se organiza democráticamente por criterios de 
representatividad del socio o socia.

2. Las mutualidades de previsión social, además de la actividad establecida por el 
apartado 1, pueden llevar a cabo otras actividades y prestaciones accesorias de carácter 
social y de servicios.

Artículo 3.  Mutualidades de previsión social.

1. Las mutualidades de previsión social adoptan la denominación que libremente 
establecen sus estatutos, que debe incluir necesariamente la expresión mutualidad de 
previsión social. Pueden utilizar las siglas MPS después de la denominación. No pueden 
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adoptarse denominaciones iguales o similares a otras ya existentes que puedan inducir a 
confusión.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 7, las mutualidades se clasifican en función 
de su forma de actuación en:

a) Mutualidades de cuota fija: La cobertura común de los riesgos asegurados se realiza 
mediante el pago de una cuota fija al comienzo de cada período de riesgo, sin perjuicio de 
que se pueda establecer, estatutariamente, el pago de una prima a prorrata, a inicio de 
período, por previsión de siniestralidad.

b) Mutualidades de cuota variable: La cobertura común se realiza mediante el pago de 
una prima a prorrata entre los asociados únicamente con posterioridad al siniestro. En este 
caso, la responsabilidad de los socios es mancomunada, proporcional al importe de los 
respectivos capitales asegurados en la misma entidad y limitada a este importe.

3. La clasificación que establece el apartado 2 no excluye la posibilidad que una 
mutualidad pueda operar con ambos sistemas.

Artículo 4.  Requisitos.

Las mutualidades de previsión social, para constituirse válidamente, deben cumplir, sin 
perjuicio de los otros requisitos que la normativa aplicable establezca, los requisitos 
siguientes:

a) No tener afán de lucro.
b) Asumir directa y totalmente los riesgos garantizados a sus asociados, sin perjuicio de 

las operaciones de reaseguro o coaseguro que lleven a cabo en cualquier forma, de acuerdo 
con la normativa que en cada caso les sea de aplicación.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nula la referencia al coaseguro que figura 
en la letra b), por Sentencia del TC 215/2012, de 14 de noviembre. Ref. BOE-A-2012-15096.

c) Dotar sus fondos con las cuotas de los asociados, las aportaciones de personas o 
entidades protectoras, los rendimientos de las inversiones y cualquier otro recurso legítimo.

d) Reconocer la igualdad de derechos y obligaciones de todos los socios mutualistas, sin 
perjuicio de que las aportaciones y las prestaciones tengan la relación que los estatutos 
establezcan según las circunstancias que concurran en cada uno de los mutualistas.

e) Conferir a los socios la condición de asegurados o de suscriptores del seguro o ambas 
condiciones.

f) No imponer otros límites para el ingreso en la mutualidad que los fijados por razones 
legalmente justificadas en los estatutos.

g) Fijar que el régimen de derrama pasiva derivada de la responsabilidad de los socios 
por las deudas sociales de la mutualidad no pueda superar la tercera parte de la suma de las 
cuotas satisfechas en los últimos tres ejercicios, independientemente de la cuota del ejercicio 
corriente.

h) Determinar que la estructura, la composición y la elección de los órganos de gobierno 
sean representativas del colectivo social.

Artículo 5.  Riesgos asegurables.

Las mutualidades de previsión social, en ejercicio de su actuación complementaria o 
alternativa a la Seguridad Social, pueden cubrir las contingencias que los estatutos 
determinen de acuerdo con la normativa que les es de aplicación.
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CAPÍTULO II

Condiciones para la constitución

Artículo 6.  Constitución.

1. Pueden constituir libremente mutualidades de previsión social un mínimo de cincuenta 
personas físicas o de tres personas jurídicas, públicas o privadas.

2. En el caso de que las personas constituyentes sean personas jurídicas, deben 
acreditar, para que la constitución sea válida, que representan en conjunto a un mínimo de 
cincuenta personas físicas aseguradas o relacionadas con las constituyentes por vínculos de 
carácter social, laboral, profesional o de cualquier otro tipo.

3. En todo caso, las mutualidades constituidas por personas jurídicas deben acreditar, en 
el plazo de un año desde su constitución, que tienen un mínimo de cincuenta personas 
físicas en calidad de socios. La no acreditación de esta circunstancia es causa de disolución 
de la mutualidad.

Artículo 7.  Tipo de mutualidades de previsión social.

1. Además de las mutualidades de previsión social de carácter general se reconocen los 
tipos de mutualidades siguientes:

a) Mutualidades de profesionales, complementarias del sistema de Seguridad Social 
obligatoria o alternativas a este sistema de acuerdo con la normativa aplicable, formadas por 
personas físicas vinculadas a colegios profesionales.

b) Mutualidades de carácter empresarial, asociativo o cooperativo, en las cuales los 
trabajadores o asociados pueden ser socios o asegurados, salvo en el caso en que éstas 
actúen como instrumento de exteriorización de compromisos por pensiones, en que los 
trabajadores deben tener la condición de asociados si así lo determina la normativa 
aplicable.

c) Mutualidades de carácter escolar, que tienen por objeto otorgar prestaciones 
relacionadas con la docencia o la educación.

d) Mutualidades de pequeña dimensión, que tienen un ámbito de actuación local o 
comarcal, con un número de socios inferior a mil y unos ingresos por cuotas que no superen 
los sesenta mil euros.

2. Dentro de las mutualidades fundadas por personas jurídicas, de acuerdo con el 
artículo 6, pueden existir entidades de base mutualista, formadas exclusivamente por 
mutualidades de previsión social, con un mínimo de tres socios.

Artículo 8.  Procedimiento de constitución.

1. Los acuerdos de constitución de las mutualidades de previsión social y de aprobación 
de sus estatutos, que en ambos casos deben elevarse a escritura pública, debe adoptarlos la 
asamblea convocada por los promotores.

2. La asamblea constituyente debe nombrar la junta directiva, o bien una comisión 
gestora que represente a los promotores, la cual debe solicitar la inscripción de la mutualidad 
de previsión social y llevar a cabo las actuaciones necesarias para el acceso efectivo a la 
actividad.

3. La junta directiva, habiendo acreditado la inscripción de la entidad en el Registro 
Mercantil, debe solicitar la inscripción de la mutualidad en el Registro de Mutualidades de 
Previsión Social, al cual debe entregar una copia auténtica de la escritura pública en que 
consten los acuerdos de constitución y aprobación de los estatutos y los ramos o 
prestaciones en que pretende operar la mutualidad. Esta documentación debe acompañarse 
de un programa de actividades ajustado a la normativa vigente.

4. La calificación favorable de la documentación establecida por el apartado 3 supone la 
inscripción de oficio de la entidad en el Registro de Mutualidades de Previsión Social y el 
otorgamiento de la autorización administrativa correspondiente para los ramos o 
prestaciones en que pretende operar faculta a la mutualidad de previsión social para iniciar 
su actividad aseguradora.
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5. Las modificaciones del programa de actividades requieren la correspondiente 
comunicación de la mutua al órgano de supervisión.

TÍTULO II

Estructura y composición de las mutualidades

CAPÍTULO I

Régimen interno

Artículo 9.  Estatutos.

1. Los estatutos de las mutualidades de previsión social constituyen el régimen jurídico 
que regula su actividad y funcionamiento.

2. El contenido de los estatutos de la mutualidad no debe ser contrario a la normativa 
que regula su actividad y, además de los requisitos establecidos por el artículo 4, debe 
incluir:

a) La denominación, objeto social, fecha de inicio de la actividad y duración.
b) El ámbito territorial de actuación.
c) El domicilio social.
d) La indicación de la forma de actuación, de acuerdo con el artículo 3.
e) Las prestaciones y ramos en que opera.
f) Las bases generales de la organización asociativa, las normas de delegación de voto, 

el procedimiento para adoptar los acuerdos, las competencias y composición de los órganos 
de gobierno, el sistema de elección y remoción de los cargos y de renovación y provisión de 
las vacantes, asegurando, en todo caso, que el funcionamiento y control de la entidad sean 
democráticos.

g) Las normas sobre la cuota de entrada, fondo de maniobra y homogeneidad cualitativa 
y cuantitativa de los riesgos, en el caso de las mutualidades que operan a cuota variable.

h) Los derechos y deberes de los socios y las condiciones objetivas de admisión, 
exclusión y baja; la participación efectiva de los mutualistas en el gobierno de la entidad, y la 
protección de los derechos de los socios en caso de disolución.

i) La responsabilidad de quienes ejercen funciones directivas y el régimen de conflicto de 
intereses. Deben establecerse por reglamento las situaciones en que puede darse conflicto 
de intereses.

j) El procedimiento de modificación de los estatutos.
k) El procedimiento por el que los socios pueden examinar, con la antelación suficiente, 

las propuestas económicas o los documentos contables a que se refieren los puntos del 
orden del día de la asamblea general.

l) Los mecanismos de constitución y modificación del fondo mutual, y las normas de 
devolución de las cantidades aportadas y de pago de intereses.

m) La previsión que los gastos de administración no excedan del límite establecido.
n) La sumisión del colectivo y de cada uno de los mutualistas a la jurisdicción de los 

tribunales del domicilio social en lo que concierne a las relaciones societarias, sin perjuicio 
de la posibilidad de someter los conflictos entre los mutualistas y la mutualidad, ya sean de 
carácter societario o asegurador, a los mecanismos establecidos por los artículos 39 y 40.

o) Las causas de disolución de la mutualidad, de acuerdo con lo establecido por la Ley, y 
el procedimiento de liquidación.

p) Cualquier otro pacto que no sea contrario al ordenamiento jurídico.

Artículo 10.  Socios.

1. Puede tener la condición de socio o socia cualquier persona física o jurídica, sin otras 
limitaciones que las derivadas de la Ley o de los estatutos. Pueden existir dos categorías de 
socios:

a) Socios mutualistas: Personas físicas o jurídicas afiliadas a la entidad que pueden 
obtener de la misma alguna prestación para ellos, para sus derechohabientes o para 
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personas vinculadas a ellos por lazos familiares, de trabajo, de convivencia o de asociación, 
de conformidad con lo establecido por la presente Ley, o, en el caso de riesgos sobre las 
cosas, quienes tienen un derecho o interés legítimo respecto a los bienes sobre los que 
recae el riesgo.

b) Socios protectores: Personas físicas o jurídicas que, aun no siendo necesariamente 
sujetos de prestaciones de la mutualidad, contribuyen a mantenerla y desarrollarla.

2. Los estatutos deben regular el régimen de los socios protectores y pueden establecer 
su participación en el fondo mutual y en los órganos sociales, de acuerdo con lo que se 
establezca por reglamento.

Artículo 11.  Derechos y obligaciones de los socios.

1. Los socios mutualistas tienen los derechos siguientes:

a) Asistir a las asambleas generales, de acuerdo con los estatutos, con derecho de voz y 
voto para adoptar acuerdos. Todos los socios mutualistas tienen los mismos derechos 
políticos, económicos y de información. Cada socio o socia tiene un voto, salvo en los 
supuestos de delegación de voto establecidos por el artículo 16.5.

b) Elegir los órganos de gobierno, incluida, si procede, la asamblea de compromisarios, y 
ser elegidos miembros de los mismos.

c) Disponer de la información necesaria para participar en las asambleas generales, 
especialmente la relativa a los estados contables y financieros que debe aprobar la 
asamblea general ordinaria.

d) Darse de baja, respetando, si procede, el plazo de preaviso que fijen los estatutos, 
que no debe ser inferior a dos meses.

e) Percibir las prestaciones garantizadas, los servicios por actividades complementarias 
de la entidad que les correspondan y las derramas activas o de devolución que se acuerden 
dentro del ejercicio de la actividad o como consecuencia de su baja voluntaria, conforme a 
los términos y las condiciones que se establezcan.

f) Cualquier otro que la Ley o los estatutos les reconozcan.

2. Los socios mutualistas tienen las obligaciones siguientes:

a) Cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos de gobierno.
b) Hacer efectivas las cuotas, derramas y aportaciones establecidas, dentro de los 

límites fijados por la Ley o los estatutos.
c) Cualquier otra que resulte de la normativa aplicable o los estatutos.

3. Los socios protectores tienen los derechos y obligaciones establecidos por los 
estatutos sociales. Se les pueden reembolsar sus aportaciones al fondo mutual si así lo 
establecen los estatutos y siempre que ello no suponga que la entidad deje de cumplir lo 
establecido por el artículo 33 o quede en una situación de neto patrimonial negativo.

Artículo 12.  Relaciones entre los socios y la entidad en el ejercicio de la actividad.

1. Las prestaciones a que el mutualista o la mutualista tiene derecho son las que resultan 
de aplicar los estatutos de la entidad, los reglamentos o las condiciones generales y 
particulares de los productos suscritos. No pueden exigirse a los socios más cuotas, 
derramas y aportaciones que las que resultan de aplicar los estatutos, reglamentos o 
condiciones generales y particulares.

2. Las prestaciones por los riesgos sobre las personas establecidas a favor de los socios 
y de sus familiares, derechohabientes y beneficiarios tienen carácter personal e 
intransferible, y, por lo tanto, no se pueden ceder ni garantizar a favor de terceros. Todo ello 
se entiende sin perjuicio de lo que las normas de carácter procesal o procedimental referidas 
a procedimientos de ejecución disponen.

3. Si la primera cuota o derrama, tanto de prima fija como de prima variable, no ha sido 
pagada por causa atribuible al socio o socia, la entidad, notificándole previamente y en la 
debida forma la advertencia correspondiente, tiene derecho a darle de baja de la prestación 
o a exigirle el pago de la cuota o derrama no pagada en vía ejecutiva sobre la base del 
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documento de inscripción. Mientras perdure esta situación, la entidad queda liberada de sus 
obligaciones hacia el socio o socia.

4. En caso de falta de pago de las cuotas siguientes a la primera, la cobertura otorgada 
queda en suspenso al mes del día del vencimiento. Si la mutualidad no reclama el pago de la 
cuota dentro de los seis meses siguientes al vencimiento de ésta, se entiende que el seguro 
queda extinguido. En todo caso, la mutualidad, cuando la cobertura queda en suspenso, 
únicamente puede exigir el pago de la cuota del período de riesgo en curso.

5. Si la relación no se ha resuelto ni se ha extinguido, la cobertura vuelve a tener efectos 
al día siguiente del día en que el socio o socia haya satisfecho las cuotas impagadas.

6. Sin perjuicio del derecho de la mutualidad a reclamar el pago de las deudas 
pendientes, el transcurso de sesenta días desde el requerimiento de pago constituye causa 
de baja del socio o socia.

7. Los estatutos deben regular la suspensión de los derechos asociativos en caso de 
falta de pago de las cuotas o las derramas y de incumplimiento de las demás obligaciones 
de los mutualistas.

8. El mutualista o la mutualista que se da de baja de la entidad voluntariamente tiene 
derecho a percibir las derramas activas y el valor del rescate, si procede, y está obligado a 
pagar las derramas pasivas debidamente acordadas y no satisfechas. También tiene 
derecho a que, una vez aprobadas las cuentas del ejercicio en que se produce la baja, le 
sean devueltas las cantidades que haya aportado al fondo mutual, con los intereses 
correspondientes, que nunca pueden ser superiores al interés legal del dinero.

9. La devolución a que se refiere el apartado 8 debe efectuarse una vez deducidas las 
cantidades que el mutualista o la mutualista deba a la mutualidad. Esta devolución sólo 
puede efectuarse si las aportaciones no han sido consumidas en el cumplimiento de la 
función específica del fondo y la parte del fondo mutual a devolver puede ser sustituida por 
los excedentes del ejercicio. Ninguna otra liquidación con cargo al patrimonio social de la 
mutualidad no es procedente en favor del socio o socia que se da de baja.

CAPÍTULO II

De los órganos sociales

Artículo 13.  Órganos sociales.

Sin perjuicio de lo establecido por los estatutos, las mutualidades de previsión social 
están integradas, como mínimo, por los órganos siguientes:

a) La asamblea.
b) La junta directiva.
c) La comisión de control, en los casos establecidos por la presente Ley.

Artículo 14.  La asamblea general.

1. La asamblea general es el órgano supremo de la expresión de la voluntad social en 
las materias y en la forma que los estatutos determinen.

2. Corresponde a la asamblea general, de forma indelegable, adoptar los acuerdos 
relativos a las cuestiones siguientes:

a) La aprobación y modificación de los estatutos y de la normativa de régimen interno 
que los desarrolle.

b) El cambio de domicilio social, si comporta cambio de municipio.
c) La elección, nombramiento y revocación de los miembros de la junta directiva, y la 

elección y nombramiento de los miembros de la comisión de control.
d) El examen y aprobación de la gestión de la junta directiva y de la memoria, balance y 

estados de cuentas de la mutualidad.
e) El ejercicio de la acción de responsabilidad contra los miembros de la junta directiva.
f) La aprobación de los presupuestos que le presenta la junta directiva.
g) Las aportaciones de los socios al fondo mutual y la regulación, si procede, del 

reintegro de las aportaciones y de la acreditación de intereses.
h) La fijación de las derramas.
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i) La determinación de la aplicación de resultados.
j) La fusión, escisión, disolución y transformación de la mutualidad.
k) La federación y agrupación con otras mutualidades.
l) El nombramiento de auditores.
m) La aprobación de las condiciones en que la mutualidad puede recurrir a la 

financiación subordinada, entre las cuales, las condiciones de las cuotas participativas.

Artículo 15.  Convocatoria y funcionamiento de la asamblea general.

1. La asamblea general queda válidamente constituida en primera convocatoria cuando 
asistan o sean representados en la misma como mínimo la mitad más uno de los socios 
asambleístas y, en segunda convocatoria, sea cual sea el número de asistentes.

2. La asamblea general debe ser convocada por la junta directiva con una antelación 
mínima de quince días, por medio de una comunicación escrita que debe contener el lugar, 
la fecha, las horas de la primera y de la segunda convocatorias, entre las cuales debe haber 
una hora de diferencia, y el orden del día. Esta comunicación debe realizarse de acuerdo 
con los estatutos y, como mínimo, por dos de los medios siguientes:

a) Por notificación enviada a todos los mutualistas.
b) Por anuncio publicado en el domicilio social.
c) Por anuncio publicado en uno de los periódicos de más circulación en el ámbito 

territorial de la mutualidad o en la localidad donde ésta tiene su domicilio social.

3. En el caso de la asamblea de compromisarios, sin perjuicio de la obligación de utilizar 
algún otro medio, la convocatoria debe hacerse necesariamente por comunicación enviada a 
todos los compromisarios.

4. La convocatoria de la asamblea general no es necesaria si se reúnen todos los socios 
de la mutualidad y se constituyen en junta universal, habiendo aceptado por unanimidad que 
la junta se lleve a cabo y habiendo aprobado por unanimidad el orden del día.

5. La asamblea general se reúne en sesión ordinaria y en sesión extraordinaria.
6. El orden del día de la asamblea general ordinaria, que se reúne una vez al año, dentro 

del primer semestre, debe incluir, cuando menos, el examen y aprobación de la gestión de la 
junta directiva y de la memoria, balance, estados de cuentas y aplicación de resultados.

7. Si la junta directiva no convoca la asamblea general ordinaria en el plazo legal, 
cualquier socio o socia puede instarla a hacerlo. Si, después de quince días del 
requerimiento, la asamblea no ha sido convocada, el órgano administrativo competente 
puede ordenar su convocatoria, a instancias del socio o socia.

8. La asamblea general se reúne en sesión extraordinaria siempre que la junta directiva 
lo cree conveniente o cuando lo solicita por escrito un mínimo del 10% de los socios de la 
mutualidad que ya tuvieran esta condición el 31 de diciembre anterior. Los estatutos pueden 
reducir este mínimo al 5% en las mutualidades que tengan más de cinco mil socios. Cuando 
la mutualidad haya optado por constituir una asamblea de compromisarios, el escrito de 
convocatoria debe ser firmado por la mitad más uno del número de socios antes 
mencionado. La solicitud debe especificar los puntos a incluir en el orden del día de la 
convocatoria. Asimismo, los socios o compromisarios que representen la mayoría antes 
mencionada tienen derecho a solicitar la inclusión de algún punto en el orden del día. Si la 
junta directiva no convoca la asamblea en el plazo de dos meses, los solicitantes pueden 
instar al órgano administrativo competente a convocarla.

9. La asamblea general se reúne en la localidad donde radica el domicilio social, si los 
estatutos no lo establecen de otro modo. No obstante, la junta directiva o el 10% de los 
socios pueden solicitar al órgano administrativo competente que autorice la reunión de la 
asamblea general en otras localidades, por razones de organización. Este requisito no es 
necesario en el caso de la junta universal.

10. La asamblea general está presidida por el presidente o presidenta de la junta 
directiva, asistido por el secretario o secretaria de la misma o, en ambos casos, por las 
personas que ejercen sus funciones. Si no están o no existen, ocupan dichos cargos las 
personas que la asamblea elija entre los socios presentes.

11. Corresponde al presidente o presidenta de la asamblea dirigir las deliberaciones, 
mantener el orden y velar por el cumplimiento de las formalidades exigidas por ley.
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Artículo 16.  Acuerdos de la asamblea general.

1. La asamblea general adopta los acuerdos por mayoría simple de los votos emitidos, 
presentes y representados, excepto en los supuestos determinados por las letras a), g) y j) 
del artículo 14 y por el artículo 23.4, y en los demás supuestos fijados por los estatutos, en 
que es precisa una mayoría de las dos terceras partes de los votos presentes y 
representados. Los estatutos no pueden exigir en ningún caso una mayoría superior a las 
dos terceras partes.

2. Los estatutos pueden determinar la forma en que debe ejercerse el derecho de voto. 
La votación debe ser secreta si lo solicitan el 10% de los presentes.

3. Son nulos los acuerdos sobre asuntos que no figuren en el orden del día, excepto los 
relativos a:

a) La petición de acción de responsabilidad y la destitución o separación del cargo de los 
miembros de la junta directiva.

b) La convocatoria de una nueva asamblea general.
c) El nombramiento de auditores.
d) Cualquier otro asunto que, estando presentes todos los mutualistas o compromisarios, 

por unanimidad acuerden tratar.

4. Los acuerdos válidamente adoptados obligan a todos los mutualistas, incluidos los 
ausentes y los disidentes.

5. Los socios que quieran delegar su asistencia personal deben hacerlo por escrito y 
expresamente para cada asamblea. Ningún socio o socia puede ejercer más de diez 
delegaciones. Las facultades delegadas no pueden ser objeto de una nueva delegación.

6. Las personas jurídicas que tienen la condición de socio o socia ejercen el voto por 
medio de su representante.

7. Debe redactarse un acta de cada sesión de la asamblea general, en la cual deben 
constar la fecha y el lugar de la reunión; el número de asistentes, entre presentes y 
representados; los acuerdos adoptados; el resultado de las votaciones, y las intervenciones 
de las personas que lo soliciten. Debe confeccionarse también una lista de los asistentes a la 
sesión e incluirla o adjuntarla al acta.

8. El acta debe ser firmada por el presidente o presidenta y el secretario o secretaria de 
la asamblea y por tres mutualistas designados por la propia asamblea, entre los cuales debe 
haber uno de los que hayan disentido de los acuerdos adoptados, si procede. Debe ser 
inscrita dentro de los quince días siguientes en el libro correspondiente y debe ser aprobada, 
en el mismo período, por la propia asamblea o, si no se celebra ninguna, por los mismos 
firmantes del acta.

9. Los socios pueden solicitar, una vez aprobada, la certificación del acta de la 
asamblea, que el secretario o secretaria, con el visto bueno del presidente o presidenta, 
debe entregarles en el plazo de diez días.

10. Los acuerdos de la asamblea pueden ser impugnados si son contrarios a la ley o los 
estatutos o si lesionan intereses de la mutualidad en beneficio de uno o más socios.

11. Están legitimados para ejercer las acciones de impugnación los socios que, conforme 
al acta, han votado en contra del acuerdo impugnado, los socios ausentes y los socios que 
hayan sido ilegítimamente privados de emitir su voto.

12. No es procedente la impugnación de un acuerdo social que haya sido dejado sin 
efecto o haya sido sustituido válidamente por otro.

13. La acción de impugnación caduca en el plazo de tres meses a contar de la fecha del 
acuerdo o, si procede, de su notificación. Las acciones de nulidad de los acuerdos contrarios 
a la ley no están sometidas a plazo de caducidad.

Artículo 17.  La asamblea de compromisarios.

1. La asamblea general puede ser sustituida por una asamblea de compromisarios 
cuando el número de socios de la entidad supera el número fijado por el reglamento, si así lo 
establecen los estatutos, los cuales deben determinar los requisitos para ser nombrado 
compromisario o compromisaria aunque, en todos los casos, es preciso ser mayor de edad y 
tener al menos un año de antigüedad como socio o socia. Los miembros de la junta directiva 
tienen la condición de compromisarios.
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2. Los estatutos deben determinar el procedimiento de designación de los 
compromisarios. La designación debe hacerse por sorteo ante fedatario o fedataria público 
entre los socios con derecho de voto. El sorteo puede hacerse por cualquier medio, incluidos 
los informáticos. Asimismo, los estatutos pueden establecer que el número total de 
compromisarios de la entidad se distribuya territorialmente en función de la implantación de 
la mutualidad.

3. El mandato de los compromisarios debe tener una duración mínima de dos años y 
máxima de cuatro, a contar de la fecha en que son designados. No obstante, los 
compromisarios cesantes pueden ser designados de nuevo si así resulta del sorteo 
correspondiente.

4. Los compromisarios deben cumplir el mandato en representación de la entidad sin 
posibilidad de renunciar a la designación.

5. Es de aplicación a la asamblea de compromisarios, en todo lo que no contradiga sus 
características, lo que la presente Ley dispone para la asamblea general.

6. Ningún compromisario puede ejercer más de tres delegaciones de asistencia y voto en 
la asamblea de compromisarios.

Artículo 18.  Asambleas territoriales.

1. Si el ámbito de actuación de una mutualidad supera el de una demarcación territorial 
supracomarcal vigente o si la mutualidad tiene un gran número de asociados y no existe 
asamblea de compromisarios, los estatutos pueden determinar que la asamblea general sea 
precedida de una asamblea territorial de socios en cada una de las demarcaciones 
mencionadas para elegir delegados de los mutualistas a la asamblea general, cuyo número 
debe ser fijado por los estatutos. La votación para designar a los delegados debe ser 
secreta.

2. En las asambleas territoriales debe darse a conocer el texto de los acuerdos cuya 
aprobación se pretenda proponer a la asamblea general, en la cual los delegados tienen un 
número de votos igual al de los mutualistas que hayan participado, entre los presentes y los 
representados, en la asamblea territorial. Los delegados deben ejercer estos votos en el 
mismo sentido en que hayan sido emitidos.

3. Las asambleas territoriales pueden constituirse también mediante el sistema de 
compromisarios a que se refiere el artículo 17.

Artículo 19.  La junta directiva.

1. La junta directiva, con esta denominación o con otra similar, es el órgano colegiado de 
representación, gobierno y gestión de la mutualidad.

2. La junta directiva está integrada por el número de miembros que los estatutos 
determinen, en ningún caso inferior a cinco. Los componentes de la junta directiva deben ser 
personas físicas socias o bien personas jurídicas asociadas a la mutualidad, las cuales 
deben nombrar a una persona física que las represente.

3. La retribución de los administradores por su gestión forma parte de los gastos de 
administración y no puede exceder los límites fijados por reglamento.

4. Los trabajadores de la mutualidad, sus representantes o las personas vinculadas 
profesionalmente a la entidad no pueden tener mayoría en la junta directiva ni ninguno de 
ellos puede ocupar en ningún caso la presidencia, vicepresidencia o secretaría. Los 
estatutos deben establecer las disposiciones necesarias para prevenir posibles situaciones 
de conflicto de intereses.

5. Los miembros de la junta directiva deben ser personas de reconocida honorabilidad, 
con las condiciones necesarias de calificación o experiencia profesional, y no deben incurrir 
en ninguna prohibición o incompatibilidad legal, de acuerdo con lo establecido por las 
normas que desarrollan la presente Ley. Los estatutos deben establecer la edad máxima 
para ser elegido miembro de la junta directiva y el período máximo de permanencia en dicha 
junta.

6. Los miembros de la junta directiva son elegidos por la asamblea en votación secreta. 
Los estatutos deben establecer el régimen de distribución de cargos de la junta directiva.

7. La junta directiva elige entre sus miembros los cargos de presidente o presidenta y de 
secretario o secretaria, como mínimo, salvo que los estatutos determinen que dichos cargos 
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sean elegidos directamente por la asamblea. Los estatutos pueden establecer también que 
el cargo de secretario o secretaria sea ejercido por una persona que cumpla unas 
condiciones determinadas o por un profesional o una profesional externo a la junta, con voz 
pero sin voto.

8. El mandato de los miembros de la junta directiva, que pueden ser reelegidos, tiene 
una duración máxima de cuatro años. Si los estatutos determinan la renovación parcial de la 
junta, también deben establecer los turnos de renovación; si no los establecen, la renovación 
se realiza por mitades y por exceso cada dos años, y los primeros miembros a renovar se 
determinan por insaculación.

9. El mandato de los miembros de la junta directiva termina el día en que se reúne la 
asamblea ordinaria del año correspondiente o el día en que finaliza el plazo para que se 
reúna.

10. Las funciones de la junta directiva vienen determinadas por los estatutos y la 
asamblea. Las facultades delegadas por la asamblea no pueden ser objeto de una nueva 
delegación.

11. La junta directiva, que debe ser convocada por el presidente o presidenta o por la 
persona que ejerza sus funciones, se reúne con carácter ordinario una vez cada tres meses, 
como mínimo, y con carácter extraordinario tantas veces como sea preciso.

12. Los estatutos deben regular el régimen de convocatoria, funcionamiento y constancia 
de los acuerdos de la junta directiva.

13. Los miembros que no asistan a una reunión de la junta directiva pueden delegar su 
representación en otro miembro. Los acuerdos adoptados por la junta directiva, tanto en 
primera como en segunda convocatoria, son válidos si están presentes la mitad más uno de 
sus componentes. La segunda convocatoria debe tener lugar como mínimo media hora 
después de la hora fijada para la primera.

14. Los acuerdos de la junta directiva se adoptan por mayoría de votos. En caso de 
empate, el voto del presidente o presidenta dirime.

15. Las actas de las reuniones de la junta directiva, que deben ser firmadas por el 
secretario o secretaria y el presidente o presidenta, deben reflejar resumidamente los 
debates, deben transcribir el texto de los acuerdos tomados con el resultado de las 
votaciones y deben incluir la lista de asistentes.

16. El presidente o presidenta de la junta directiva, que lo es también de la entidad, 
ejerce su representación legal.

17. Los estatutos deben regular el sistema de provisión de las vacantes de la junta 
directiva que se produzcan entre asambleas. Los miembros nombrados por la junta según 
este sistema deben ser ratificados por la asamblea siguiente y cesan en el cargo cuando 
habría finalizado el mandato del miembro a quien sustituyen.

18. Corresponde a la junta directiva tratar las cuestiones que la legislación o los 
estatutos no atribuyen expresamente a otro órgano.

Artículo 20.  El director o directora.

1. Los estatutos de las mutualidades que tengan más de cinco mil socios o personas 
protegidas, que recauden más de un millón de euros por cuotas o que destinen más de un 
millón de euros a provisiones técnicas y, en todos los casos, las mutualidades constituidas 
por personas jurídicas deben establecer la existencia de un director o directora, con esta 
denominación o con otra similar, que ejerza las facultades directivas y administrativas que la 
junta directiva le delegue.

2. El director o directora, que es nombrado y contratado por la junta directiva, debe ser 
una persona de reconocida honorabilidad, con las condiciones necesarias de calificación o 
experiencia profesional, y no debe incurrir en ninguna prohibición o incompatibilidad legal, de 
acuerdo con lo que las normas que desarrollan la presente Ley establecen. El nombramiento 
y el cese del director o directora deben inscribirse en el Registro de Mutualidades de 
Previsión Social, indicando sus facultades.

3. El director o directora puede asistir con voz pero sin voto a las reuniones de la junta 
directiva, si así lo establecen los estatutos de la mutualidad, sin que sea necesario que sea 
elegido por la asamblea general, salvo cuando se traten asuntos que le afecten 
personalmente, con las limitaciones establecidas por el artículo 19.
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4. El director o directora ejerce, bajo el control de la junta directiva, las facultades y 
poderes que ésta le delega, que, en ningún caso, pueden incluir:

a) La rendición de cuentas y la presentación de los balances.
b) Las competencias expresamente delegadas a la junta directiva por la asamblea 

general.
c) La aprobación y modificación de reglamentos de prestaciones.
d) La aceptación de socios protectores y de las aportaciones que efectúen a la 

mutualidad.
e) Las decisiones referidas a la compra y venta de activos patrimoniales de la mutualidad 

en que estén invertidas las provisiones técnicas, el margen de solvencia o el fondo de 
garantía, cuando se trate de bienes inmuebles o en los casos que se establezca 
reglamentariamente atendiendo a criterios como el porcentaje que los activos en cuestión 
representan sobre el total del concepto correspondiente.

Artículo 21.  Comisión de control.

1. Las mutualidades que tengan más de cinco mil socios o personas protegidas, que 
recauden más de un millón de euros por cuotas o que destinen más de un millón de euros a 
provisiones técnicas y, en todos los casos, las mutualidades constituidas por personas 
jurídicas y las federaciones deben tener una comisión de control, integrada por un mínimo de 
tres miembros, que debe reunirse como mínimo una vez al año. Los miembros de esta 
comisión, que no pueden ser miembros de la junta directiva ni deben estar vinculados a la 
entidad por contratos laborales o de modo que pueda darse cualquier otra situación de 
conflicto de intereses, son elegidos por la asamblea general por un plazo de cuatro años y, 
para llevar a cabo su actividad, pueden ser asesorados por profesionales.

2. Los estatutos deben regular el funcionamiento, organización y funciones de la 
comisión de control.

3. Las funciones principales de la comisión de control son las siguientes:

a) La verificación del funcionamiento económico y financiero de la entidad.
b) El seguimiento de la gestión económica y financiera de la entidad.
c) La emisión de informes de orden interno sobre los aspectos relativos a la gestión 

económica y financiera.
d) El encargo a expertos independientes y externos a la entidad, excepcionalmente, de 

estudios e informes de viabilidad económica y financiera.
e) La solicitud de información a los auditores de cuentas de la mutualidad.
f) Las demás que establezcan los estatutos.

TÍTULO III

Ámbito y capacidad de actuación

CAPÍTULO I

Previsión social

Artículo 22.  Extensión de las prestaciones.

1. Las mutualidades de previsión social pueden actuar en cualquiera de los ámbitos 
aseguradores que los estatutos establecen, sin ninguna otra limitación que las que las 
normas generales de seguros establecen.

2. Los límites de las prestaciones aplicables a las mutualidades de previsión social 
fijados por la normativa vigente pueden actualizarse de acuerdo con los criterios 
establecidos por dicha normativa.

Artículo 23.  Prestaciones y ramos.

1. Las mutualidades pueden operar por prestaciones y también por ramos, de acuerdo 
con la normativa básica aplicable y según determinen los estatutos y se establezca en el 
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programa de actividades correspondiente, el cual debe someterse a autorización 
administrativa. Cuando la actividad prevea prestaciones de asistencia sanitaria, deben 
cumplirse las disposiciones establecidas por la normativa sanitaria.

2. Las mutualidades pueden optar por consignar en reglamentos de prestaciones o en 
pólizas las normas reguladoras de las coberturas otorgadas, sujetándose a las normas 
generales de seguros. Estos reglamentos y pólizas y las bases técnicas correspondientes no 
necesitan autorización administrativa previa salvo que comporten una modificación del 
programa de actividades, pero deben estar a disposición del órgano administrativo 
competente en el domicilio social de la mutualidad, en la forma que se establezca por 
reglamento. Dicho órgano puede ordenar su modificación y puede suspender total o 
parcialmente su aplicación en el caso de que no se ajusten a la normativa vigente.

3. Los reglamentos de prestaciones y sus modificaciones tienen eficacia en los 
mutualistas que hayan suscrito la cobertura correspondiente. Las condiciones de dichos 
reglamentos y sus modificaciones quedan aceptadas desde el momento en que se 
aprueban.

4. Por razones de solvencia justificadas técnicamente de acuerdo con lo establecido por 
reglamento, pueden adoptarse modificaciones de prestaciones que impliquen una reducción 
de los derechos económicos de los socios, asegurados o beneficiarios, que deben ser 
aprobadas por la asamblea, en cuyo orden del día deben constar expresamente.

Artículo 24.  Actividad complementaria de carácter mutualista, asegurador y social.

1. Las mutualidades de previsión social pueden llevar a cabo, si han obtenido 
previamente la autorización administrativa correspondiente, actividades de carácter social 
complementarias de la actividad aseguradora.

2. La realización de actividades sociales complementarias debe ser establecida por los 
estatutos y puede estar regulada por un reglamento específico. Estas actividades deben 
tener una dotación propia e independiente, con cargo al patrimonio no comprometido a la 
actividad aseguradora.

3. Las actividades a las que hace referencia el apartado 2 deben tener contabilidad 
separada y deben ajustarse a la normativa aplicable sobre contabilidad y, si se llevan a cabo 
por medio de empresas participadas, a la normativa aplicable sobre consolidación.

4. Las mutualidades de previsión social pueden establecer convenios para la distribución 
de productos con otras entidades aseguradoras o con mediadores de seguros, de acuerdo 
con la normativa aplicable. Los convenios de distribución entre mutualidades pueden regular 
la condición de socio o socia y la de asegurado o asegurada dentro de su ámbito de 
aplicación y pueden establecer que los socios de la entidad de origen sólo lo sean de ésta.

5. Las mutualidades de previsión social pueden establecer formas de cooperación con 
instituciones públicas y de la Seguridad Social y con instituciones privadas, de acuerdo con 
la normativa vigente.

Artículo 25.  Coaseguro y reaseguro.

Las mutualidades de previsión social pueden llevar a cabo operaciones de coaseguro y 
reaseguro de acuerdo con lo dispuesto por la normativa vigente.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nula la referencia al coaseguro, por 
Sentencia del TC 215/2012, de 14 de noviembre. Ref. BOE-A-2012-15096.

CAPÍTULO II

Federación, agrupación, fusión y otras formas de colaboración

Artículo 26.  Federaciones.

1. Las mutualidades pueden constituir voluntariamente federaciones, que tienen 
personalidad jurídica propia, con el objeto de representar a aquéllas y mejorar sus funciones. 
Estas federaciones deben regirse por lo establecido por sus estatutos, que deben ser 
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inscritos en los registros correspondientes de acuerdo con lo dispuesto por la presente Ley, y 
pueden, asimismo, constituir agrupaciones para el cumplimiento de objetivos específicos o 
por modalidades de prestaciones con la misma finalidad.

2. Corresponden a las federaciones, además de las que sus estatutos les atribuyen, las 
siguientes funciones:

a) Prestar servicios financieros comunes.
b) Asesorar técnicamente las entidades federadas.
c) Elaborar estudios y publicaciones sobre el mutualismo de previsión social.
d) Elaborar estudios y trabajos estadísticos.
e) Participar en las comisiones de conciliación en representación de las mutualidades y 

actuar, mediante la organización de un tribunal, en la administración de arbitrajes de derecho 
privado.

f) Colaborar con la Administración pública en los ámbitos propios del mutualismo.

3. Una federación, para poder referir su denominación a un ámbito geográfico 
determinado, debe acreditar que es mayoritaria en el mismo, tanto en lo que concierne al 
número de entidades federadas como en lo que concierne al número de mutualistas y 
beneficiarios de las mutualidades federadas.

4. Las federaciones y agrupaciones, una vez autorizadas, deben ser inscritas en el 
Registro de Mutualidades de Previsión Social para adquirir personalidad jurídica.

5. Las federaciones y agrupaciones se rigen, en todo lo que su normativa específica no 
regula, siempre que no sea incompatible con su naturaleza, por las mismas normas que las 
mutualidades.

6. La federación que cumple en el ámbito de Cataluña los requisitos fijados por el 
apartado 3 ejerce a todos los efectos la representación y defensa de los intereses del 
mutualismo de previsión social catalán.

Artículo 27.  Fusión, escisión, transformación y participación en otras entidades 
aseguradoras.

1. Las mutualidades de previsión social pueden fusionarse con otras mutualidades por 
absorción o mediante la creación de una nueva entidad, siempre que se cumplan las 
condiciones siguientes:

a) Que exista el acuerdo previo de las asambleas generales respectivas, con las 
exigencias legales y estatutarias que procedan.

b) Que se obtenga la autorización administrativa correspondiente.

2. Las mutualidades se pueden escindir y transformar en otras entidades aseguradoras, 
siempre que cumplan los requisitos establecidos por el apartado 1 y los que sean exigibles 
para constituir la entidad que resulte de la escisión o de la transformación.

3. Los socios de las mutualidades tienen derecho, en caso de fusión, escisión o 
transformación, a causar baja de la mutualidad y a que se les reembolse la parte de la cuota 
no consumida, aparte de los demás derechos que les correspondan en caso de baja 
voluntaria.

4. Las mutualidades de previsión social pueden adquirir participaciones y la totalidad o 
parte de los activos y pasivos de sociedades anónimas aseguradoras.

5. Deben regularse por reglamento los procedimientos de fusión -especialmente 
abreviado para las entidades de pequeña dimensión-, escisión y transformación de las 
mutualidades.

CAPÍTULO III

Revocación, disolución y liquidación

Artículo 28.  Revocación.

1. Por la revocación de la autorización otorgada, la mutualidad de previsión social pierde 
la habilitación para ejercer su actividad de forma total o parcial por sectores o ramos, sin 
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perjuicio de mantener garantizadas las prestaciones que haya otorgado hasta que sean 
liquidadas.

2. La revocación es acordada por la Administración competente de oficio o a instancia de 
parte, en virtud de las causas que la normativa básica aplicable a las mutualidades de 
previsión social determine expresamente.

3. Es competente para la revocación total o parcial de la autorización el órgano que la ha 
concedido o el que lo sea en el momento de producirse la causa de revocación.

Artículo 29.  Disolución.

1. La revocación total de la autorización o la concurrencia de alguna de las causas de 
disolución establecidas por la normativa básica supone la disolución de la mutualidad.

2. La existencia de causa de disolución debe ser comunicada en el plazo de un mes al 
órgano administrativo competente, el cual, si la causa es susceptible de remoción y la 
entidad lo solicita, debe fijar un plazo, que no puede ser inferior a un mes ni superior a seis 
meses, para que la mutualidad pueda remover dicha causa.

3. Si la entidad, al darse alguna de las causas de disolución, no efectúa la comunicación 
a que hace referencia el apartado 2, el órgano administrativo competente puede convocar la 
asamblea general para que sea presentado en la misma un plan de viabilidad o, en caso 
contrario, para disolver de oficio la entidad.

4. Los acuerdos de la entidad y las resoluciones administrativas de disolución deben ser 
inscritos en el Registro de Mutualidades de Previsión Social.

Artículo 30.  Liquidación y extinción.

1. Acordada la disolución de la entidad, debe liquidarse, excepto en los casos de fusión o 
demás formas de cesión de activos y pasivos, de acuerdo con los términos y las condiciones 
generales establecidos expresamente a tal efecto.

2. Durante el período de liquidación, la entidad conserva su personalidad jurídica, al 
único efecto de preservar la eficacia de los riesgos cubiertos sin prórroga hasta su 
vencimiento.

3. Para facilitar la liquidación, el órgano administrativo competente, ya sea de oficio o a 
petición de los liquidadores, puede disponer que se cedan los compromisos a favor de otra 
mutualidad o puede acordar el vencimiento de las obligaciones de los mutualistas en una 
fecha determinada.

4. La liquidación puede comportar, eventualmente, la intervención de la mutualidad, de 
acuerdo con sus normas reguladoras, para salvaguardar los intereses propios o de terceros.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto por el apartado 4, el órgano de supervisión puede 
nombrar liquidadores si la mutualidad no lo hace, encomendando, si procede, estas 
funciones a las federaciones que estén habilitadas para cumplirlas por sus estatutos. 
Asimismo, puede establecer convenios con los organismos estatales o autonómicos que 
cumplen funciones liquidadoras. Todo ello se entiende sin perjuicio de lo establecido por la 
disposición adicional segunda.

6. Una vez finalizadas las operaciones de liquidación, debe declararse extinguida la 
entidad y debe inscribirse su extinción en los registros correspondientes y publicarse en el 
«Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña» y en un periódico que se difunda en el ámbito 
territorial de actuación de la entidad.

CAPÍTULO IV

Régimen económico y solvencia de las mutualidades de previsión social

Artículo 31.  Ejercicio económico.

1. El ejercicio económico de las mutualidades coincide con el año natural.
2. Las mutualidades de previsión social deben rendir cuentas a la autoridad de 

supervisión, de acuerdo con lo establecido por reglamento.
3. Los resultados de cada ejercicio deben aplicarse de acuerdo con las normas contables 

que los rijan, y en concreto:
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a) Una vez cubiertas las garantías financieras establecidas por el artículo 33, los 
resultados positivos de cada ejercicio pueden destinarse, en primer lugar, a retribuir las 
financiaciones subordinadas que existan; en segundo lugar, si procede, a la devolución de 
las aportaciones efectuadas al fondo mutual cuando el mutualista o la mutualista se dé de 
baja o cuando lo acuerde la asamblea, las cuales deben sustituirse con excedentes del 
ejercicio, y, en último lugar, a lo que determinen los estatutos.

b) Los resultados negativos de cada ejercicio dan lugar a las derramas pasivas 
correspondientes o bien deben compensarse con cargo a las reservas libres.

Artículo 32.  Cuotas, recursos y patrimonio.

1. El importe de las cuotas se fija sobre la base de criterios de libre competencia pero 
respetando los principios de equidad y suficiencia y fundamentándose en las reglas de la 
técnica aseguradora.

2. Los ingresos de las mutualidades se integran a su patrimonio y se destinan a sus 
finalidades. Están constituidos por los recursos siguientes:

a) Las cuotas de los socios y las derramas.
b) Los rendimientos de los bienes y derechos de la entidad.
c) Las aportaciones de las personas protectoras y los ingresos por conciertos.
d) Las subvenciones o aportaciones voluntarias.
e) Las donaciones y legados.
f) Cualquier otro que no sea contrario a la normativa que les sea de aplicación.

Artículo 33.  Provisiones técnicas, margen de solvencia, fondo de garantía y fondo de 
maniobra.

1. Las mutualidades de previsión social deben calcular y contabilizar las provisiones 
técnicas que tengan obligación de constituir, las cuales deben ser invertidas en los activos y 
con los límites establecidos por la normativa vigente, de acuerdo con los principios de 
congruencia, seguridad, liquidez y rentabilidad.

2. Las mutualidades de previsión social deben disponer siempre, como margen de 
solvencia, de un patrimonio no comprometido, una vez deducidos los elementos 
inmateriales. La tercera parte de su cuantía mínima debe constituir el fondo de garantía. El 
desarrollo reglamentario que se lleve a cabo en esta materia, en el marco de la normativa 
básica, debe incluir la regulación de las financiaciones subordinadas, entre las cuales las 
cuotas participativas. A los efectos de la presente Ley, se entiende por cuotas participativas 
las aportaciones dinerarias sin derechos políticos, cuya retribución queda supeditada a la 
obtención de resultados positivos. Deben establecerse por reglamento las limitaciones a la 
suscripción de dichas cuotas por una misma empresa o por un grupo de empresas para 
evitar el control indirecto de la entidad.

3. En la reglamentación de las cuotas participativas debe regularse un derecho 
preferente de adquisición, en el plazo que se establezca, de una tercera parte de las cuotas 
por parte de los mutualistas de la entidad y de otra tercera parte por las administraciones 
públicas catalanas. La parte de cuotas participativas reservadas a los mutualistas y a las 
administraciones que éstos no hayan suscrito en el plazo correspondiente puede ser suscrita 
por los inversores privados.

4. En la reglamentación de las cuotas participativas ninguna persona, natural o jurídica, o 
grupo económico puede poseer, directa o indirectamente, cuotas participativas por un 
importe superior al 5% de las cuotas totales vigentes, salvo las administraciones públicas 
catalanas.

5. Las mutualidades de previsión social deben constituir un fondo mutual permanente, 
que no debe ser inferior a lo que para cada caso establece la normativa legal vigente.

6. Las mutualidades que operan a cuota variable deben constituir con su patrimonio un 
fondo de maniobra, que debe permitirles pagar los siniestros y gastos sin necesidad de 
esperar al cobro de las derramas.

7. El actuario o actuaria de seguros debe emitir un informe certificado sobre la 
adecuación de las provisiones técnicas, el margen de solvencia, el fondo de garantía y el 
fondo de maniobra.
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Artículo 34.  Contabilidad.

La contabilidad de las mutualidades de previsión social debe ajustarse a las normas 
establecidas por el Plan de contabilidad de las entidades aseguradoras y las demás normas 
aplicables.

TÍTULO IV

Tutela administrativa

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito y funciones

Artículo 35.  Objeto y ámbito de actividad administrativa.

1. La actividad de la Administración en el ámbito asegurador tiene por objeto la 
supervisión y exigencia del cumplimiento de las normas que regulan el sector, especialmente 
las que regulan la solvencia necesaria de las entidades aseguradoras con el fin de mantener 
los derechos de los asegurados.

2. El ámbito de actuación de la Administración incluye todas las actividades de carácter 
asegurador, principal o complementario, y las de prestación social sujetas a las 
competencias exclusivas y de ejecución de la Generalidad, de acuerdo con la presente Ley.

3. Corresponde al órgano competente del Departamento de Economía y Finanzas el 
ejercicio de las funciones y potestades en que se concreten, de acuerdo con la presente Ley, 
las normas que la desarrollan y las demás que son de aplicación a la actividad administrativa 
en el ámbito asegurador.

Artículo 36.  Funciones.

1. Las funciones de la Administración con respecto a las mutualidades de previsión 
social son:

a) Autorizar el ejercicio de la actividad.
b) Inscribirlas en el registro correspondiente.
c) Autorizar los estatutos y las modificaciones estatutarias.
d) Seguir su situación económica y financiera.
e) Adoptar medidas cautelares.
f) Ejercer la inspección y la potestad sancionadora.
g) Las demás que las normas que les son de aplicación establecen.

2. Para cumplir las funciones a que hace referencia el apartado 1, la Administración 
puede solicitar aquellas informaciones que permitan realizar el seguimiento de la actividad y 
regular su contenido y alcance.

3. Necesitan autorización administrativa previa, además de las actuaciones para las 
cuales la presente Ley u otras leyes de aplicación general lo establecen, las actuaciones 
siguientes:

a) Modificaciones estatutarias.
b) Actuación por ramos o prestaciones.
c) Inicio de las actividades aseguradora, complementaria y de carácter social.
d) Operaciones de fusión, cesión o transformación.
e) Disolución.

Artículo 37.  Registro.

1. El Registro de Mutualidades de Previsión Social tiene carácter administrativo y 
público, y se basa en los principios de publicidad y legalidad. Deben inscribirse en el mismo, 
previa calificación de los documentos correspondientes, los actos a los que hace referencia 
el apartado 3.
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2. La inscripción en el Registro de Mutualidades de Previsión Social tiene carácter 
constitutivo para el acceso a la actividad y se produce una vez acreditada la preceptiva 
inscripción en el Registro Mercantil.

3. Es preceptiva la inscripción en el Registro de Mutualidades de Previsión Social de los 
actos siguientes:

a) La constitución, agrupación, fusión, escisión y transformación de las mutualidades de 
previsión social.

b) Los estatutos y su modificación.
c) Los nombramientos, ceses y renovaciones de las personas físicas o jurídicas que 

integran las juntas directivas y los nombramientos y ceses de quienes, por cualquier título, 
ejercen la dirección efectiva de las entidades.

d) La disolución y extinción de entidades de previsión social.
e) Cualquier otro que determine la legislación vigente.

4. Las cuentas anuales de las mutualidades y las auditorías correspondientes deben 
depositarse en las dependencias del órgano de control y deben estar a disposición de los 
socios y de cualquier persona que acredite un interés legítimo, sin perjuicio de lo dispuesto 
por la legislación mercantil y, en concreto, la referente al Registro Mercantil.

5. Las personas que acrediten un interés legítimo tienen derecho a acceder al Registro 
de Mutualidades de Previsión Social y a obtener las certificaciones correspondientes, de 
acuerdo con la legislación aplicable a la Generalidad en materia de régimen jurídico de la 
Administración y procedimiento administrativo, sin perjuicio de las limitaciones que se 
establezcan para garantizar el deber de secreto profesional o los derechos legalmente 
protegidos.

Artículo 38.  Inspección.

1. Son objeto de la inspección la actividad de las mutualidades de previsión social y la 
actuación de las personas u órganos que ejercen su representación o dirección.

2. La Inspección Financiera, en el ejercicio de las funciones que le son propias, puede 
estudiar, comprobar o investigar, con carácter general o respecto a cuestiones 
determinadas, la situación legal, técnica y económica de las mutualidades de previsión social 
y las condiciones en que llevan a cabo su actividad, sin perjuicio de que las actividades que 
puedan calificarse de aseguradoras estén igualmente sujetas a la inspección para que pueda 
comprobarse si son ejercidas con la autorización administrativa correspondiente.

3. Los inspectores designados tienen, en el ejercicio de su función, la condición de 
agentes de la autoridad pública y están obligados a guardar secreto profesional, incluso una 
vez finalizado el ejercicio de su función.

4. Para ejercer correctamente sus funciones, los inspectores pueden examinar la 
documentación relativa a las operaciones de la entidad y requerir que les sea presentada o 
entregada copia de la misma para incorporarla al acta de inspección. Las mutualidades 
deben darles las máximas facilidades para el ejercicio de su función. Si la persona o entidad 
inspeccionada tiene motivos fundados para ello, puede oponerse a la entrega de la copia de 
la documentación aduciendo por escrito sus motivos, que deben incorporarse al acta.

5. Los inspectores designados tienen acceso al domicilio social de la mutualidad y a las 
dependencias y oficinas en las que lleva a cabo sus actividades. En caso de que la 
mutualidad se oponga, para acceder al domicilio social necesitan la autorización judicial 
pertinente, y para acceder a las demás dependencias, la autorización del órgano 
administrativo competente.

6. Los inspectores pueden actuar con el apoyo de otros trabajadores de la 
Administración o de las demás personas con la preparación técnica suficiente que designe el 
órgano competente, los cuales están sometidos al mismo deber de confidencialidad y 
secreto profesional.

7. Las actas de inspección deben incluir, si procede:

a) Los hechos constatados por el inspector o inspectora actuante que sean relevantes 
para la calificación jurídica de la conducta o actividad inspeccionada.

b) La situación legal y económico-financiera derivada de la inspección.
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c) Las causas que pueden determinar la revocación de la autorización, la disolución 
administrativa, la adopción de medidas de control especial y la imposición de sanciones 
administrativas.

d) La propuesta de revocación de la autorización, de disolución administrativa de la 
entidad aseguradora o la adopción de medidas de control especial.

8. Forman parte del acta de inspección, a todos los efectos, los anexos y las diligencias 
extendidas por el inspector o inspectora actuante durante la actividad comprobadora.

9. Las actas de inspección tienen la naturaleza de documentos públicos y constituyen 
prueba de los hechos que el inspector o inspectora actuante consigna en las mismas, salvo 
que se acredite de otro modo.

10. El procedimiento administrativo de inspección debe seguir los trámites siguientes:

a) Se inicia por resolución del órgano administrativo competente, el cual debe determinar 
los aspectos que deben ser objeto de inspección.

b) Se levanta acta de cada inspección, sin perjuicio de la posibilidad de levantar actas 
provisionales, de acuerdo con lo establecido por reglamento. El acta debe ser notificada a la 
entidad o persona inspeccionada, que dispone de quince días para formular alegaciones a la 
misma y proponer las pruebas que estime pertinentes en defensa de su derecho. Si se 
propone una prueba y el órgano administrativo competente la admite, se debe practicar en 
un plazo no inferior a diez días ni superior a treinta.

c) Vistas las actuaciones, el órgano administrativo competente debe dictar la resolución 
que corresponda conforme a derecho.

CAPÍTULO II

Mecanismos de protección de los asegurados

Artículo 39.  Resolución de conflictos.

1. Los conflictos que surjan entre tomadores, asegurados, beneficiarios, terceros 
perjudicados o derechohabientes de cualquiera de ellos y la mutualidad deben resolverse 
ante los jueces y tribunales competentes.

2. Los conflictos a que hace referencia el apartado 1 se pueden someter a conciliación y 
arbitraje federativo o de la Junta Arbitral de Consumo de Cataluña, de acuerdo con los 
artículos 9 y 26, sin perjuicio de acudir a otros procedimientos arbitrales establecidos por la 
normativa vigente.

Artículo 40.  Defensor o defensora del mutualista.

1. Las mutualidades de previsión social, individualmente o agrupadas en función del tipo 
de seguros que ofrecen, la proximidad geográfica, el volumen de cuotas u otros criterios, 
deben optar entre tener un servicio de atención al cliente o clienta encargado de resolver las 
quejas y las reclamaciones o designar a un defensor o defensora del mutualista entre 
entidades o expertos independientes de reconocido prestigio, a quien sometan 
voluntariamente las reclamaciones de las personas a que hace referencia el artículo 39.1. La 
designación de un defensor o defensora del mutualista es obligatoria para las entidades que 
tienen más de diez mil socios.

2. La decisión del defensor o defensora del mutualista favorable al reclamante o la 
reclamante vincula a la entidad aseguradora, sin perjuicio de la posibilidad de interponer 
recurso por la vía judicial o de recurrir a otros mecanismos de solución de conflictos.

3. Las entidades aseguradoras deben comunicar al órgano de control la designación del 
defensor o defensora del mutualista.

4. Debe establecerse por reglamento la existencia de un servicio de reclamaciones 
adscrito al órgano de control de las mutualidades, encargado de atender las reclamaciones 
que presenten las personas a que hace referencia el artículo 39.1. En todos los casos, para 
dirigirse a este servicio es preciso acreditar que se ha formulado la reclamación 
correspondiente por escrito ante el servicio de atención al cliente o clienta o el defensor o 
defensora del mutualista establecidos por el apartado 1.
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CAPÍTULO II

Régimen de intervención y régimen sancionador

Artículo 41.  Medidas de control especial.

1. En el ejercicio de las funciones que le son propias, la Administración competente 
puede adoptar, sobre las mutualidades de previsión social, de acuerdo con la normativa 
básica aplicable, una vez acreditada la situación de hecho e instruido el procedimiento 
aplicable, las medidas de control especial establecidas por dicha normativa que considere 
adecuadas, teniendo en cuenta las particularidades a que hacen referencia los apartados 2 y 
3.

2. Una vez acordado por el órgano de control el cese de la medida de sustitución 
provisional de los órganos de administración de la entidad, los administradores provisionales 
deben convocar inmediatamente la asamblea general de la mutualidad, en cuyo orden del 
día debe incluirse necesariamente la aprobación de la gestión de los administradores 
provisionales y el nombramiento de la junta directiva que ellos mismos propongan, de 
acuerdo con el artículo 19, hasta la toma de posesión de la cual los administradores 
provisionales deben continuar cumpliendo sus funciones.

3. Los acuerdos de la junta directiva nombrada de acuerdo con el apartado 2 que se 
adopten dentro del período de un año a contar de la toma de posesión deben notificarse en 
el plazo de cinco días al órgano de control, el cual puede anularlos si son contrarios a lo 
establecido por los planes de saneamiento o rehabilitación a que la entidad esté sometida o 
si impiden su cumplimiento. El órgano de control debe notificar, en el plazo de quince días, la 
resolución, la cual debe indicar si el acuerdo se ajusta a dichos planes y, si procede, debe 
proponer la adopción de las medidas que estime pertinentes con el fin de dejarlo sin efecto o 
de modificarlo. Sin embargo, en los casos en que, por razones de urgencia debidamente 
acreditada, sea preciso ejecutar el acuerdo, los plazos antes mencionados se reducen a dos 
y cinco días, respectivamente. La junta directiva, una vez recibida la notificación de la 
resolución del órgano administrativo de control, debe adoptar, de modo inmediato, las 
medidas pertinentes para modificar o dejar sin efecto el acuerdo. El incumplimiento de esta 
obligación puede suponer la adopción de las medidas de control especial establecidas por la 
normativa a que hace referencia el apartado 1.

Artículo 42.  Régimen sancionador.

1. No puede imponerse ninguna sanción si no se ha instruido previamente, de acuerdo 
con la normativa aplicable, el expediente correspondiente y se ha dado audiencia a las 
personas interesadas.

2. La ejecución de las resoluciones dictadas en los expedientes sancionadores 
corresponde al órgano competente por razón de la materia, el cual, si procede, puede tomar 
posesión de las oficinas, libros y documentos y entregarlos a los administradores, a los 
liquidadores o a los interventores designados a tal efecto, sin perjuicio de pasar el tanto de 
culpa, si procede, a los tribunales de justicia o al Ministerio Fiscal para que puedan ejercer 
las acciones que sean procedentes.

Artículo 43.  Régimen de las infracciones y sanciones administrativas.

El régimen de las infracciones y sanciones administrativas, su tipificación y 
determinación son los establecidos por la normativa básica aplicable a las mutualidades de 
previsión social.

Disposición adicional primera.  
1. La Federación de Mutualidades de Cataluña, de acuerdo con lo establecido por el 

artículo 26, ejerce a todos los efectos la representación y defensa de los intereses del 
mutualismo de previsión social catalán.

2. Además de las funciones establecidas por el artículo 26.2, corresponde a la 
Federación de Mutualidades de Cataluña reasegurar los riesgos que las mutualidades de 
previsión social asuman y sostener un servicio de refugio de las mutualidades para mantener 
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las prestaciones a los mutualistas de entidades liquidadas y extinguidas que quieran 
acogerse al mismo, de acuerdo con los reglamentos específicos correspondientes.

Disposición adicional segunda.  
Las mutualidades que no acrediten que se han adaptado a los requerimientos impuestos 

por la normativa vigente, que no hayan cumplido las obligaciones de envío de la información 
estadístico-contable correspondiente al ejercicio 2001 al órgano de control, que se dediquen 
a actividades ajenas al mutualismo o que dejen de llevar a cabo actividades de previsión 
social deben adaptarse, de acuerdo con lo que se determine por reglamento, a otro régimen 
jurídico asociativo, manteniendo su personalidad jurídica y su carácter de entidades sin afán 
de lucro.

Disposición adicional tercera.  
1. Las garantías financieras y las obligaciones de envío de información a la autoridad de 

supervisión que deben cumplir las entidades sometidas a la presente Ley deben 
determinarse por reglamento.

2. En el marco de la legislación mercantil, el desarrollo reglamentario a que hace 
referencia el apartado 1 puede establecer las excepciones pertinentes o puede disponer que 
el órgano de control las establezca, con el fin de facilitar el cumplimiento de la normativa 
vigente a las mutualidades de pequeña dimensión, definidas por el artículo 7.1.d), que lo 
soliciten, siempre que no hayan sido sometidas a medidas cautelares en los tres ejercicios 
anteriores y que sus estatutos establezcan la posibilidad de llevar a cabo derramas de 
cuotas o la reducción de prestaciones, o que tengan socios protectores que puedan asumir, 
si es preciso, los compromisos de la entidad con sus asegurados.

Disposición adicional cuarta.  
El Gobierno, en el plazo de seis meses, a contar de la entrada en vigor de la presente 

Ley, debe aprobar el correspondiente reglamento de desarrollo. Mientras éste no se 
apruebe, las mutualidades que tengan más de cinco mil socios pueden tener la asamblea de 
compromisarios establecida por el artículo 17. Los estatutos deben fijar el número de 
compromisarios entre 100 y 250.

Disposición adicional quinta.  
1. En la ley tributaria correspondiente, deben establecerse los requisitos y condiciones 

para que las cuotas satisfechas por el contribuyente o la contribuyente a mutualidades de 
previsión social y mutuas de seguros en concepto de seguros de vida y no-vida, incluida la 
dependencia, en las cuales el beneficiario o beneficiaria sean él mismo o los demás 
miembros de su unidad familiar, disfruten de la deducción que corresponda de la cuota 
íntegra del impuesto sobre la renta de las personas físicas, en la parte correspondiente a la 
Generalidad. Dicha ley puede hacer extensiva la deducción a las cuotas satisfechas a 
sociedades anónimas por los mismos conceptos.

2. Se reconoce el derecho a deducir de la cuota íntegra del impuesto sobre la renta de 
las personas físicas, en la parte correspondiente a la Generalidad, las cantidades abonadas 
por el contribuyente o la contribuyente en virtud de los seguros contratados con 
mutualidades de previsión social para trabajadores por cuenta ajena o socios trabajadores 
de cooperativas, incluidas las contribuciones del promotor o promotora que les hayan estado 
imputadas en concepto de rendimiento del trabajo, cuando se efectúen de acuerdo con lo 
establecido por la disposición adicional primera de la Ley del Estado 8/1987, de 8 de junio, 
de regulación de los planes y fondos de pensiones, incluida la prestación por desempleo de 
dichos socios trabajadores. La deducción de la cuota íntegra debe ser determinada por ley 
en el momento en que se apruebe la ley de presupuestos de la Generalidad del año 
correspondiente. También disfrutan de esta deducción las cantidades abonadas por socios 
de entidades mercantiles que lleven a cabo su actividad laboral en la misma sociedad, 
siempre que, por esta actividad, coticen en cualquiera de los regímenes de la Seguridad 
Social, hasta el límite máximo establecido para las contribuciones empresariales. Estas 
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contribuciones no son calificadas como aportaciones empresariales, excepto a efectos del 
cómputo de límites.

Disposición adicional sexta.  
Las referencias hechas a los actuarios en las normas en vigor se entienden hechas a los 

profesionales que tienen la habilitación necesaria para ejercer la actividad actuarial de 
acuerdo con la normativa vigente.

Disposición transitoria primera.  
1. Las mutualidades de previsión social sujetas a la presente Ley deben adaptar sus 

estatutos y la composición de sus órganos de gobierno a las prescripciones de esta misma 
Ley en el plazo de un año, a contar de la fecha en que entra en vigor, sin perjuicio de la 
validez del sorteo que pueda haberse llevado a cabo al amparo de lo establecido por la 
disposición transitoria segunda de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales y 
administrativas. Esta adaptación, si procede, debe ser formalizada en escritura pública y 
debe ser inscrita en el Registro de Mutualidades de Previsión Social.

2. Para aprobar las modificaciones estatutarias necesarias para adaptar las 
mutualidades a la presente Ley es suficiente el voto favorable de la mayoría simple de la 
asamblea.

3. Las disposiciones de los estatutos de las mutualidades que se opongan a lo 
establecido por la presente Ley quedan sin efecto a partir de la fecha en que entre en vigor.

Disposición transitoria segunda.  
En los casos de las entidades que no se hayan adaptado a lo que la normativa en vigor 

establece y que se encuentren inmersas en procesos de disolución, el inicio del período de 
disolución debe anunciarse en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña» y en un 
periódico del mismo alcance territorial que el de la actividad de la entidad.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley 28/1991, de 13 de diciembre, de las mutualidades de previsión 

social, y las normas de rango igual o inferior que se opongan a lo establecido por la presente 
Ley.

Disposición final primera.  
El Gobierno, en el momento de presentar el primer proyecto de ley de presupuestos 

posterior a la entrada en vigor de la presente Ley, debe presentar también un proyecto de ley 
que incluya las medidas fiscales necesarias para incentivar el desarrollo de la figura del 
socio o socia protector.

Disposición final segunda.  
1. La Generalidad asume todas las competencias establecidas por los artículos 9.21 y 

10.4 del Estatuto de autonomía de Cataluña en materia aseguradora, en particular las 
relativas a mutuas de seguros, planes y fondos de pensiones, sociedades gestoras de 
planes y fondos de pensiones, y cualquier otra persona o entidad, presente o futura, que 
lleve a cabo actividad aseguradora, de acuerdo con las definiciones legales que procedan.

2. La Generalidad tiene competencia sobre las personas o entidades con domicilio en 
Cataluña que llevan a cabo actividad aseguradora, en lo concerniente a los aspectos 
organizativos, mientras que en lo concerniente a la actividad debe atenerse a lo establecido 
por la normativa estatal.

Disposición final tercera.  
1. El Gobierno puede actualizar por decreto las cantidades dinerarias establecidas por la 

presente Ley en función de la variación anual del índice de precios al consumo.
2. Las leyes de presupuestos de la Generalidad pueden modificar las cantidades 

dinerarias establecidas por la presente Ley.
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Disposición final cuarta.  
La presente Ley entra en vigor al día siguiente de su publicación íntegra en el «Diario 

Oficial de la Generalidad de Cataluña».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los que sea de aplicación esta Ley 
cooperen en su cumplimiento y que los tribunales y autoridades a los que corresponda la 
hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 13 de junio de 2003.

FRANCESC HOMS I FERRET, JORDI PUJOL,
Consejero de Economía y Finanzas Presidente

Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
Más información en info@boe.es
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